
COMUNICADO A LA OPINIÓN PÚBLICA 
 

Las Organizaciones Sociales, Redes de Derechos Humanos y procesos de coordinación social que 
hacemos parte del trabajo de exigibilidad de la MESA TERRITORIAL DE GARANTÍAS - CAUCA, nos 
dirigimos a nuestras Comunidades, a la Opinión Pública Regional y Nacional, a la Comunidad 
Internacional y a las Instituciones Estatales para DENUNCIAR lo siguiente: 
 
1. Que la creciente violencia que se vive en todo el departamento del Cauca, y la grave y sostenida 

crisis humanitaria que continúa generando desplazamientos forzados, despojos de bienes, 
confinamientos de poblaciones enteras, e infracciones al principio de distinción y al Artículo 3º 
Común del Protocolo de Ginebra, entre otras afrentas, sigue afectando a la población civil, que 
es la que sufre en los territorios los vejámenes de un conflicto armado sin fin en nuestros 
territorios. Este conflicto armado no es reconocido por el Gobierno Nacional y en consecuencia 
no es tratado como tal por éste como es su responsabilidad. 

 
2. Que es nuestro interés continuar en la lucha por garantías reales para el movimiento social y 

organizativo, que el Estado asuma el rol que le corresponde para lograr romper la sempiterna 
impunidad que por muchos años ha sumido a nuestro país en el más profundo conflicto interno 
y estructural. Sin embargo, y a pesar de nuestra dedicación y voluntad política y social, la lucha 
por la vida, la paz, la justicia social y por la defensa de nuestra soberanía y nuestros territorios, 
cada vez nos cuesta más vidas de líderes y lideresas, más masacres, más amenazas, y miles de 
sueños frustrados por ese país de oportunidades donde quepamos todos y todas. 

 
3. Que la semana pasada le entregamos al país el informe de la situación de derechos humanos 

por la que atravesamos el año 2020, mostrando el difícil panorama vivido en nuestra región, el 
cual, se agudizó a consecuencia de la crisis mundial de salubridad, en medio de la cual se 
acentúo la creciente violencia territorial que hoy soportamos en el Cauca. Lamentablemente, 
este esfuerzo, ha pasado inadvertido y no ha sido atendido por parte del Gobierno Nacional. 

 
4. Que las constantes denuncias de violaciones a la vida y a los derechos humanos, no son 

consideradas siquiera por el Estado Colombiano y cuando son escuchadas, son respondidas 
superfluamente sin la seriedad política, que la radicalidad del conflicto requiere. 

 
5. Que en días recientes circuló un panfleto apócrifo con las siglas Farc-Ep e identificándose como 

“Nueva Marqueteria” en el que se declara objetivo militar un número de 20 líderes y lideresas 
indígenas, afrodescendientes y campesinos y a 2 funcionarios del gobierno departamental 
provenientes del movimiento social. Es de tener en cuenta que la mayoría de las personas 
amenazadas en este panfleto pertenecen a procesos sociales vinculados a la Mesa Territorial de 
Garantías y por lo tanto EXIGIMOS a las Instituciones civiles y del Ministerio Público una rigurosa 
investigación de la procedencia de las amenazas a nuestra labor en defensa de los derechos 
humanos y garantías para nuestros procesos sociales. 

 
6. Que repudiamos y condenamos el execrable crimen cometido en contra de Sandra Liliana Peña, 

Gobernadora del Resguardo Indígena La Laguna Siberia, Territorio Ancestral Sat Tama Kiwe y 
del cabildante Avelino Ull quien resultó gravemente herido en este cobarde atentado en contra 
del CRIC y de la lucha indígena que, buscando la paz, debe enfrentarse a las fuerzas del 
narcotráfico que se alimenta cada vez más ante el incumplimiento del punto 4 de los Acuerdos 
de Paz suscritos hace más de 4 años por el Gobierno Nacional. 



 
7. Que siguiendo las orientaciones de la Junta Directiva y de las autoridades ancestrales del CRIC, 

la guardia indígena y las comunidades indígenas con el inmenso dolor provocado por la pérdida 
de otra de sus dirigentes en esta injusta guerra, decidieron adelantar el día de ayer la “Minga 
Hacia Adentro” de control territorial. Desafortunadamente, al adelantar las actividades de 
erradicación se suscitaron hechos que generaron confrontaciones y se reportan campesinos e 
indígenas heridos y retenidos. 

 

8. Rechazamos la DESPROTECCIÓN ESTATAL y RESPONSABILIZAMOS al Gobierno Nacional por el 
incumplimiento sistemático a los Acuerdos de Paz, situación que hoy convierte los territorios 
indígenas y campesinos en campos de batalla. 
 

Cómo organizaciones sociales convergentes en la Mesa Territorial de Garantías del Cauca 
conocemos los estragos que deja la violencia sobre los territorios caucanos, el dolor generado por 
el asesinato de la Gobernadora Sandra Liliana Peña, y las inmensas afectaciones al tejido social y 
comunitario ocurridas el día de hoy en el que se cuentan por decenas los/as indígenas y 
campesinos/as heridos/as. 
 
En consecuencia resulta imperativo establecer con la mayor rapidez posible una misión de 
verificación compuesta por el Gobierno Departamental, el Ministerio Público, la Organismos de la 
Comunidad Internacional y organizaciones sociales de la Mesa Territorial de Garantías para atender 
la situación en territorio y avanzar en los diálogos directos con la comunidad de manera que se 
logren definir las medidas humanitarias de emergencia para proteger los derechos humanos de las 
comunidades afectadas. 
 
COMO ORGANIZACIONES REAFIRMAMOS LA NECESIDAD DE AVANZAR DE MANERA URGENTE CON 

LA IMPLEMENTACIÓN INTEGRAL DE LOS ACUERDOS DE PAZ EN LOS TERRITORIOS CAUCANOS 
 

¡PARA LA GUERRA NADA! 


